
 
 

Corresponde al expediente N°EX-2022-24182325-GDEBA-DPTAAARBA 
 

PROCESO DE COMPRA Nº 382-0294-LPR22 

ANEXO VI - PERSONAS NO HABILITADAS PARA CONTRATAR EN EL PRESENTE 

RÉGIMEN 

 

No podrán concurrir como oferentes en el presente régimen: 

1) Los que no puedan ejercer el comercio de acuerdo a la legislación vigente. 

2) Las sociedades cuyos directores, representantes, socios, síndicos, gerentes registren 

condena firme por la comisión de delitos penales económicos y contra la Administración 

Pública. En todos los casos hasta diez (10) años de cumplida la condena. 

3) Las sociedades integradas por personas humanas y/o jurídicas cuyos miembros del 

Directorio, Consejo de Vigilancia, Síndicos, Gerentes, Socios, Representantes o apoderados 

sean agentes y/o funcionarios, bajo cualquier forma de modalidad contractual, de la 

Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal. 

4) Las sociedades de la Sección IV de la Ley General de Sociedades N° 19.550, excepto 

para el caso de contrataciones encuadradas en el artículo 18, inciso 1) de la Ley 13.981. 

5) Las sociedades que se encuentren suspendidas o inhabilitadas en el Registro 

Proveedores de la Provincia de Buenos Aires. 

6) Las personas jurídicas e individualmente sus socios o miembros del Directorio, según el 

caso, que hayan sido sancionadas con suspensión o inhabilitación por parte de alguno de 

los Poderes Ejecutivo, Legislativo o Judicial, los órganos creados por la Provincia de Buenos 

Aires o las empresas y sociedades del Estado, mientras dichas sanciones sigan vigentes. 

7) Las personas humanas que hayan sido sancionadas con suspensión o inhabilitación por 

parte de alguno de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los órganos creados por la 

Provincia de Buenos Aires o las empresas y sociedades del Estado, mientras dichas 

sanciones sigan vigentes. 

8) Las personas humanas o jurídicas en estado de quiebra o liquidación. 

9) Los evasores en el orden nacional o provincial con sentencia firme y los deudores 

morosos previsionales o alimentarios declarados tales por autoridad competente. 

10) Las personas humanas y los miembros del Directorio, Consejo de Vigilancia, Síndicos, 

Gerentes, Socios, Representantes o apoderados de sociedades que tengan parentesco 

hasta dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad con funcionarios de 



 

la administración provincial centralizada o descentralizada que tengan la facultad de decidir 

sobre el proceso de selección del oferente. 

A efectos de evaluar esta inhabilidad, se establecen los funcionarios con facultades 

decisorias, resultando la máxima autoridad jerárquica de la jurisdicción el Licenciado 

Cristian Girard, Director Ejecutivo de la Agencia de Recaudación de la Provincia de 

Buenos Aires, y los siguientes de acuerdo a cada detalle: 

a) Juan Massolo, Gerente General de Administración: iii) aprobación de Pliegos de Bases y 

Condiciones Particulares y las Especificaciones / iv) autorización del llamado a contratación 

vi) adjudicación de la oferta más conveniente. 

b) Luisina Colli: Gerenta de Adquisiciones y Contrataciones: i) elevación del requerimiento 

de adquisición; ii) elaboración de los Pliegos de Bases y Condiciones Particulares y las 

Especificaciones Técnicas, v) respuesta a consultas aclaratorias o modificatorias de los 

Pliegos de Bases y Condiciones en cualquier instancia del procedimiento de selección (sea 

en etapa previa a la convocatoria para la formulación de sugerencias y observaciones o con 

posterioridad a la aprobación de los referidos instrumentos). 

c) Comisión de Preadjudicación: Gisela Corina Weis, Gilda Cecilia Ahumada, Hernán Pablo 

Nielsen, Agustin Giordano y Ezequiel Saldaña. 

d) Asesoría Técnica de ofertas: Alexis Gianbartolomei, Gerente de Logística y Servicios 

Generales y Sebastián Marcon, Gerente de Producción y Soporte. 

La falsedad de los datos implicará la pérdida de las garantías y la suspensión del oferente 

por el plazo máximo previsto en el presente régimen. Si la falsedad fuera detectada durante 

el plazo de cumplimiento del contrato, el adjudicatario se hará pasible de la aplicación de las 

sanciones previstas para la rescisión del contrato por causas imputables al contratista. 

 


